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Referencia: Expedientes D-9200 y D-9208
Accionantes: 
Pablo Bustos Sánchez (D-9200)
Alfredo Castaño Martínez (D-9208)

Magistrado Sustanciador: 

JORGE IVÁN PALACIO PALACIO

Bogotá D. C., diecinueve (19) de julio de dos mil doce (2012).

El Magistrado Sustanciador, en cumplimiento de sus competencias constitucionales y legales, procede a resolver sobre la admisión de la demanda de la referencia.

I.- ANTECEDENTES

1.- En ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad, el día 25 de junio de 2012 el ciudadano Pablo Bustos Sánchez (expediente D-9200), invocando también su condición de veedor y coordinador de internacional de Veedores Sin Fronteras y presidente de la Red Ver, Red de Veedurías Ciudadanas de Colombia, demandó el “Acto Legislativo ‘por medio del cual se reforman artículos de la Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y se dictan otras disposiciones’- aprobado y no publicado-”
.
2.- La Sala Plena de esta Corporación, en sesión del 27 de junio de 2012, previo sorteo de rigor, remitió el asunto a este Despacho para que le impartiera el trámite correspondiente. 
3.- En la sesión del día 28 de junio de 2012, en horas de la mañana, el magistrado sustanciador presentó formalmente a los demás magistrados de la corporación su renuncia a los eventuales beneficios y prerrogativas que pudieran derivarse del acto demandado, advirtiendo que carecía de cualquier  interés directo en la decisión que en su momento pudiere adoptar la Sala Plena de la Corte Constitucional. Aclaró que ello no implicaba prejuzgamiento alguno en relación con el proceso asignado al Despacho para su sustanciación.
4.- En ejercicio de la misma acción pública de inconstitucionalidad, el 29 de junio de 2012 el ciudadano Alfredo Castaño Martínez (expediente D-9208) demanda el “Acto Legislativo 07 de 2012, Proyecto de Acto Legislativo 143 de 2011 Cámara, 007 de 2011 Senado, acumulado con los proyectos de acto legislativo números 09 de 2011, 11 de 2011, 12 de 2011 y 13 de 2011 Senado, por medio del cual se reforman artículos de la Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y se dictan otras disposiciones”. Precisa que el acto fue aprobado por el Congreso de la República en segunda vuelta el 20 de junio de 2012, pero no ha sido promulgado.  
5.- La Sala Plena de la Corte, en sesión del 4 de julio de dos mil doce (2012), dispuso la acumulación del expediente D-9208 al expediente D-9200.  
6.- Aclarado lo anterior, procede ahora a decidir lo concerniente a la admisión de la demanda. 

II.- CONSIDERACIONES

1.- En su condición de garante de la integridad y supremacía de la Constitución, el numeral 1º del artículo 241 de la Carta Política atribuye a esta corporación la competencia para decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos reformatorios de la Constitución
.
2.- El artículo 2º del Decreto 2067 de 1991, “por el cual se dicta el régimen procedimental de los juicios y actuaciones que deban surtirse ante la Corte Constitucional”, señala los requisitos mínimos formales que deben cumplir las demandas de inconstitucionalidad
. 

3.- Por su parte, el artículo 6º del precitado Decreto 2067 de 1991 advierte que deben rechazarse las demandas sobre normas respecto de las cuales la Corte sea “manifiestamente incompetente” para pronunciarse
. 

En tal sentido, la jurisprudencia ha explicado que cuando la presunta incompetencia para conocer de una demanda de inconstitucionalidad no surge de una simple comparación de la norma acusada con las funciones atribuidas por la Constitución, se debe privilegiar la admisión de la demanda y el ejercicio de los derechos ciudadanos para que sea la plenaria de la Corte la que, mediante sentencia, defina la problemática surgida. Al respecto, en Auto 017 de 2000 esta corporación sostuvo lo siguiente:

“Así mismo, el artículo 6º del Decreto 2067 de 1991, en su inciso final, ordena rechazar aquellas demandas que recaigan sobre normas amparadas por sentencia que ya hizo tránsito a cosa juzgada constitucional, o respecto de las cuales sea la Corte manifiestamente incompetente. Es decir, si la incompetencia no surge a simple comparación de la norma acusada con las funciones que la Carta le asigna a la Corte Constitucional, como se trata de un derecho ciudadano y de la guarda y supremacía de la Constitución, la solución se encamina por la admisión de la demanda y no por su rechazo, para que, en definitiva, sea la Sala Plena de la Corporación mediante sentencia, y no uno de sus magistrados por auto interlocutorio, quien adopte la decisión en relación con la norma objeto de la acusación”. (Resaltado fuera de texto) 

De esta manera, antes que eludir las cuestiones de relevancia constitucional corresponde a la Corte definir el alcance de las competencias y límites de los diferentes poderes públicos, con el fin de clarificar el camino constitucional en asuntos de la más alta trascendencia institucional frente a los cuales su intervención no puede ser simplemente marginal.
4.- En los expedientes bajo examen una primera lectura de las demandas indicaría que deben ser rechazadas por cuanto recaen sobre una reforma constitucional que no ha sido promulgada. Adicionalmente, dicho acto fue objetado por el Presidente de la República por razones de inconstitucionalidad e inconveniencia
, estas últimas aceptadas por el Congreso de la República en sesión adelantada el día 28 de junio de 2012
.

Lo anterior sugiere que el acto acusado no hace parte del ordenamiento jurídico en virtud de la decisión del Congreso de aceptar las objeciones formuladas por el Presidente de la República y por cuanto nunca fue promulgado. En esa medida, teniendo en cuenta que la competencia de la Corte para abordar el examen de actos reformatorios de la Constitución a través de la acción pública de inconstitucionalidad supone que hayan sido promulgados (art. 379 CP), de manera que  hagan parte del ordenamiento vigente o al menos tengan la potencialidad de estar produciendo efectos jurídicos
, en principio la Corte sería “manifiestamente incompetente” para emitir un fallo de fondo y, por tanto, debería rechazar la demanda. 

5.- Sin embargo, en su acusación el demandante del expediente D-9200 sostiene que el proceso de formación del proyecto de Acto Legislativo culmina con su aprobación por el Congreso. Plantea que los actos legislativos no requieren sanción presidencial y tampoco pueden ser objetados por el Presidente de la República, de manera que “introducir tal mecanismo para devolver un proyecto de acto legislativo al parlamento constituye la incorporación de un requisito e instancia inexistente”. Igualmente, cuestiona la facultad del Gobierno de convocar a sesiones extraordinarias para tramitar las objeciones, y estima que el Presidente carece de potestad para diferir la promulgación de la reforma y con ello posponer su vigencia. 

Desde la perspectiva propuesta por el ciudadano, quien –valga recordarlo- presentó su demanda el 25 de junio de 2012, es decir, antes de la formulación oficial de objeciones presidenciales y su trámite en el Congreso de la República,  la Corte sí sería competente para conocer de la presente demanda en los términos del artículo 241-1 Superior. 
6.- Por su parte, en el expediente D-9208 el ciudadano acusa el Acto Legislativo “aprobado por el Congreso de la República en dos periodos consecutivos de sesiones ordinarias y abrogado en un periodo de sesiones extraordinarias”; y añade que “el acto de abrogación o de ‘hundimiento’ aprobado en sesiones extraordinarias del Congreso del 28 de junio de 2012 es una vía de hecho extraconstitucional jurídicamente inexistente”. Asimismo, precisa que la sanción presidencial es un requisito de validez establecido únicamente para las leyes y por tanto no es aplicable a los actos legislativos, de manera que, en su concepto, la Corte debe ordenar la promulgación inmediata del acto demandado. 
7.- En este orden de ideas, como quiera que existe una compleja discusión jurídica sobre la posibilidad de que los proyectos de Actos Legislativos sean objetados por el Presidente de la República, sobre su trámite en sesiones extraordinarias convocadas para tal efecto, así como sobre la eventualidad de que sean demandados mediante acción pública de inconstitucionalidad antes de su promulgación, entre otras cuestiones, el Despacho considera que la admisión de la demanda permite una discusión fecunda y abierta a las intervenciones ciudadanas, para que oído el concepto del Ministerio Público la Sala Plena de la Corte, llegado el momento oportuno, resuelva la controversia en su condición de garante de la supremacía e integridad de la Constitución (art. 241 CP), clarifique asuntos de relevancia constitucional y, en general, verifique si el procedimiento de reforma se ajustó a las reglas de transparencia deliberativa propias del debate congresional. 
8.- Adicionalmente, revisada las demandas interpuestas el Despacho considera que, en virtud del principio pro actione, reúnen los requisitos mínimos formales que deben cumplir las demandas de inconstitucionalidad para ser admitidas; por supuesto sin perjuicio de la decisión que pueda adoptar la Sala Plena de acuerdo con el artículo 6º del Decreto 2067 de 1991. 
9.- Toda vez que solo reposan en el expediente transcripciones del acto acusado, se hace necesario conocer su contenido exacto e integral, así como los trámites que le antecedieron y sucedieron, por lo que se procederá a decretar las pruebas necesarias, las cuales se practicarán en el término de diez (10) días, según lo previsto en el artículo 10 del Decreto 2067 de 1991. De igual forma, el Despacho habrá de extender algunas invitaciones para que se emitan opiniones autorizadas en el proceso de la referencia (artículo 13 del Decreto 2067 de 1991).

10.- Este asunto se tramitará de conformidad con el procedimiento establecido en los artículos 242 y 244 de la Constitución, desarrollados por el Decreto 2067 de 1991.

11.- En cuanto a las solicitudes elevadas en el expediente D-9200, relacionadas con el trámite preferencial y urgente del asunto de la referencia, junto con otros requerimientos, el Despacho se abstendrá de pronunciarse por cuanto no corresponden a esta instancia procesal.

12.- Como es obvio, la admisión de las demandas no implica que el acto impugnado cobre vigencia o se encuentre produciendo efectos jurídicos. En primer lugar, debido a las objeciones formuladas por el Gobierno Nacional y a su aceptación por razones de inconveniencia en el Congreso de la República; y en segundo lugar, porque en todo caso dicho acto no fue promulgado. Actuaciones estas cuya validez habrá de ser examinada por la plenaria de la Corte Constitucional.   

Por lo anteriormente expuesto, el Despacho:

RESUELVE

PRIMERO.-  ADMITIR las demandas de inconstitucionalidad presentadas por los ciudadanos Pablo Bustos Sánchez (expediente D-9200) y Alfredo Castaño Martínez (expediente D-9208) dentro de los asuntos de la referencia.

Advertir que esta circunstancia no implica que el acto impugnado cobre vigencia o se encuentre produciendo efectos jurídicos.   
SEGUNDO.- Decretar la práctica de las siguientes pruebas, con el fin de que reposen en el expediente de constitucionalidad:

1.- Por Secretaría General de la Corte Constitucional OFÍCIESE al Secretario General del Senado para que, en el término de diez (10) días contados a partir del día siguiente a la comunicación del presente Auto, se sirva:

a)
Enviar las gacetas del Congreso en las que consten la totalidad de los antecedentes legislativos del Proyecto de Acto Legislativo número 007 de 2011 (acumulado con los números 9 de 2011, 11 de 2011, 12 de 2011 y 13 de 2011 Senado – 143 de 2011 Cámara), “por medio del cual se reforman artículos de la Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y se dictan otras disposiciones”.

b)
Certificar las mayorías con las que fue aprobado el proyecto de acto legislativo en cada una de las sesiones de las cámaras, adjuntando los soportes respectivos.

c)
Certificar las sesiones en las que fue debatido y aprobado el proyecto de acto legislativo y la fecha de publicación de las ponencias, adjuntando los soportes respectivos.

d)
Certificar las sesiones en las cuales se hicieron los anuncios de la votación del proyecto de acto legislativo en cada uno de los debates, de conformidad con el inciso final del artículo 160 constitucional, adjuntando los soportes respectivos.

e) Certificar las sesiones en las cuales se adelantó el trámite de conciliación al Proyecto de Acto Legislativo número 007 de 2011 (acumulado con los números 9 de 2011, 11 de 2011, 12 de 2011 y 13 de 2011 Senado – 143 de 2011 Cámara), “por medio del cual se reforman artículos de la Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y se dictan otras disposiciones”, adjuntando los soportes respectivos en cuanto a: integración de comisiones, publicación de informes, anuncio previo, quórum, mayorías y decisión.
f) Certificar las sesiones en las cuales se adelantó el trámite de objeciones presidenciales al Proyecto de Acto Legislativo número 007 de 2011 (acumulado con los números 9 de 2011, 11 de 2011, 12 de 2011 y 13 de 2011 Senado – 143 de 2011 Cámara), “por medio del cual se reforman artículos de la Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y se dictan otras disposiciones”, adjuntando los soportes respectivos en cuanto a publicación de informes, anuncio previo, quórum, mayorías y decisión de archivo.

Nota aclaratoria: La documentación que se remita debe entregarse de manera separada, ordenada, clara y detallada, de tal forma que se dé respuesta concreta y precisa a cada uno de los requerimientos formulados.

2.- Por Secretaría General de la Corte Constitucional OFÍCIESE al Secretario General de la Cámara de Representantes para que, en el término de diez (10) días contados a partir del día siguiente a la comunicación del presente Auto, se sirva:

a)
Enviar las gacetas del Congreso en las que consten la totalidad de los antecedentes legislativos del Proyecto de Acto Legislativo número 007 de 2011 (acumulado con los números 9 de 2011, 11 de 2011, 12 de 2011 y 13 de 2011 Senado – 143 de 2011 Cámara), “por medio del cual se reforman artículos de la Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y se dictan otras disposiciones”.

b)
Certificar las mayorías con las que fue aprobado el proyecto de acto legislativo en cada una de las sesiones de las cámaras, adjuntando los soportes respectivos.

c)
Certificar las sesiones en las que fue debatido y aprobado el proyecto de acto legislativo y la fecha de publicación de las ponencias, adjuntando los soportes respectivos.

d)
Certificar las sesiones en las cuales se hicieron los anuncios de la votación del proyecto de acto legislativo en cada uno de los debates, de conformidad con el inciso final del artículo 160 constitucional, adjuntando los soportes respectivos.

e) Certificar las sesiones en las cuales se adelantó el trámite de conciliación al Proyecto de Acto Legislativo número 007 de 2011 (acumulado con los números 9 de 2011, 11 de 2011, 12 de 2011 y 13 de 2011 Senado – 143 de 2011 Cámara), “por medio del cual se reforman artículos de la Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y se dictan otras disposiciones”, adjuntando los soportes respectivos en cuanto a publicación de informes, anuncio previo, quórum, mayorías y decisión de archivo.

f) Certificar las sesiones en las cuales se adelantó el trámite de objeciones presidenciales al Proyecto de Acto Legislativo número 007 de 2011 (acumulado con los números 9 de 2011, 11 de 2011, 12 de 2011 y 13 de 2011 Senado – 143 de 2011 Cámara), “por medio del cual se reforman artículos de la Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y se dictan otras disposiciones”, adjuntando los soportes respectivos en cuanto a: integración de comisiones, publicación de informes, anuncio previo, quórum, mayorías y decisión.

Nota aclaratoria: La documentación que se remita debe entregarse de manera separada, ordenada, clara y detallada, de tal forma que se dé respuesta concreta y precisa a cada uno de los requerimientos formulados.

3.- Por Secretaría General de la Corte Constitucional, OFÍCIESE a la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República para que, en el término de diez (10) días, se sirva:
a) Certificar la fecha exacta en el que se recibió del Congreso de la República el Proyecto de Acto Legislativo número 007 de 2011 (acumulado con los números 9 de 2011, 11 de 2011, 12 de 2011 y 13 de 2011 Senado – 143 de 2011 Cámara), “por medio del cual se reforman artículos de la Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y se dictan otras disposiciones”, acompañando las constancias correspondientes.
b) Certificar la fecha exacta en la que se radicaron en el Congreso las objeciones presentadas en relación con el mencionado acto, acompañando las constancias correspondientes.

c) Certificar la fecha exacta en la que se publicaron en el Diario Oficial las objeciones presentadas en relación con el mencionado acto, acompañando las constancias correspondientes.

d) Certificar la convocatoria a sesiones extraordinarias al Congreso de la República con el fin de examinar las objeciones presidenciales presentadas al Proyecto de Acto Legislativo número 007 de 2011 (acumulado con los números 9 de 2011, 11 de 2011, 12 de 2011 y 13 de 2011 Senado – 143 de 2011 Cámara), “por medio del cual se reforman artículos de la Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y se dictan otras disposiciones”, acompañando las constancias correspondientes.

Nota aclaratoria: La documentación que se remita debe entregarse de manera separada, ordenada, clara y detallada, de tal forma que se dé respuesta concreta y precisa a cada uno de los requerimientos formulados.

TERCERO.- Una vez cumplido lo anterior, FIJAR en lista el asunto de la referencia por el término de diez (10) días, con el fin de permitir a los ciudadanos defender o impugnar el acto objeto de revisión (artículo 7º del Decreto 2067 de 1991). Simultáneamente correr traslado del expediente al señor Procurador General de la Nación, con el fin de que rinda el concepto de que trata el artículo 278-5 de la Carta Política.  

CUARTO.- De acuerdo con lo prescrito en el artículo 244 de la Constitución, desarrollado por el artículo 11 del Decreto 2067 de 1991, COMUNICAR la iniciación del presente proceso al Presidente de la República, al Presidente del Senado de la República, al Presidente de la Cámara de Representantes, al Ministerio del Interior y al Ministerio de Justicia y del Derecho, para que si lo consideran oportuno intervengan dentro del proceso de la referencia, directamente o por intermedio de apoderado designado para el efecto, mediante escrito que deberán presentar dentro de los diez (10) días siguientes al recibo de la comunicación respectiva.
QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 del Decreto 2067 de 1991, INVITAR al Presidente de la Corte Suprema de Justicia, al Presidente del Consejo de Estado, al Fiscal General de la Nación, al Presidente del Consejo Superior de la Judicatura; a la Academia Colombiana de Jurisprudencia, a la  Comisión Colombiana de Juristas, al Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Sociedad –Dejusticia-, al Instituto Colombiano de Derecho Procesal, al Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal Constitucional; a los presidentes del Partido Liberal, del Partido Social Conservador, del Partido Cambio Radical, del Partido de Unidad Nacional, del Partido Verde, del Partido de Integración Nacional, del Partido MIRA y del Partido Polo Democrático Alternativo; a los profesores Eduardo Cifuentes Muñoz, Carlos Gaviria Díaz, Hernando Yepes Arcila, Álvaro Echeverri Uruburu y Humberto de la Calle Lombana; así como a las facultades de Derecho de las universidades de Antioquia, Externado, Javeriana, Libre, Nacional, de los Andes, del Rosario y Sergio Arboleda, para que si lo consideran oportuno, dentro de los diez (10) días siguiente al recibo de la comunicación respectiva emitan su opinión sobre las demandas de la referencia, para lo cual se les enviará copia de las mismas por intermedio de la Secretaría General.  
Notifíquese, comuníquese y cúmplase.

JORGE IVÁN PALACIO PALACIO

Magistrado Sustanciador

MARTHA VICTORIA SÁCHICA MÉNDEZ

Secretaria General

Este documento fue creado a partir del original obtenido en la Corte Constitucional.
� Transcribe el texto definitivo del proyecto de Acto Legislativo número 007 de 2011 (acumulado con los números 9 de 2011, 11 de 2011, 12 de 2011 y 13 de 2011 Senado – 143 de 2011 Cámara), “por medio del cual se reforman artículos de la Constitución Política con relación a la Administración de Justicia y se dictan otras disposiciones”.  


� “Artículo 241.- A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes funciones: 1.- Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su formación”.


� “Artículo 2. Las demandas en las acciones públicas de inconstitucionalidad se presentarán por escrito, en duplicado, y contendrán: 1.- El señalamiento de las normas acusadas como inconstitucionales, su transcripción literal por cualquier medio o un ejemplar de la publicación oficial de las mismas; 2.- El señalamiento de las normas constitucionales que se consideran infringidas; 3.- Las razones por las cuales dichos textos se estiman violados; 4.- Cuando fuera el caso, el señalamiento del trámite impuesto por la Constitución para la expedición del acto demandado y la forma en que fue quebrantado; y 5.- La razón por la cual la Corte es competente para conocer de la demanda”.


� “Artículo 6o. Repartida la demanda, el magistrado sustanciador proveerá sobre su admisibilidad dentro de los diez días siguientes.


Cuando la demanda no cumpla alguno de los requisitos previstos en el artículo segundo, se le concederán tres días al demandante para que proceda a corregirla señalándole con precisión los requisitos incumplidos. Si no lo hiciere en dicho plazo se rechazará. Contra el auto de rechazo, procederá el recurso de súplica ante la Corte.


El magistrado sustanciador tampoco admitirá la demanda cuando considere que ésta no incluye las normas que deberían ser demandadas para que el fallo en si mismo no sea inocuo, y ordenará cumplir el trámite previsto en el inciso segundo de este artículo. La Corte se pronunciará de fondo sobre todas las normas demandadas y podrá señalar en la sentencia las que, a su juicio, conforman unidad normativa con aquellas otras que declara inconstitucionales.


Se rechazarán las demandas que recaigan sobre normas amparadas por una sentencia que hubiera hecho tránsito a cosa juzgada o respecto de las cuales sea manifiestamente incompetente. No obstante estas decisiones también podrán adoptarse en la sentencia”. (Resaltado fuera de texto) 


� Diario Oficial 48.472 del 25 de junio de 2012, páginas 1 a 18.


� Según se ha tenido noticia como hecho notorio, por amplia divulgación a través de diferentes medios de comunicación, lo que sin embargo no reposa formalmente acreditado dentro del expediente de constitucionalidad.


� Cfr., Corte Constitucional, Sentencias C-055 de 1996, C-634 de 1996, C-338 de 2002, C-626 de 2003, C-170 de 2004, C-377 de 2004, C-110 de 2006 y C-931 de 2009, entre otras. 
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